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cientos noventa y tres, declara como herederos lc-

g'alcs de doña Casilda Zavala a doña _Tuzma, doña Mí-

cacla y doña Isolína Zavala y al Presbítero don Benja—

mín Taboada; rcí0rmfuuhlo en esta parte, confirma—

ron el de primera instancia ya citado, por el que ¿€ de-

clara como único _v universal heredero de l_a i11tcstada a

don Benjamín Taboada; declararon no haber nulidad

en lo demás que el expresado auto de vista contiene:

y los devolvieron.

Loayza. —— Sánchez. — Vélez. — Corso -— Í.ama.

Se publicó conforme a…lcy, de que Certific0.

Luís Dclucchí.
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Es nula la cláusula sobre renuncia de las formas judiciales

Rz'cmfso dc ¡zu'r'¡dad.z'¡ztcr/mc._cto por doña ]líanuela C:"-
rrasco de 11Ícléndcs cn la causa que sigue con la

festa¡nc¡zlaría (¡a don ”Jo.ré 11í. CÍZÚ'ÍÍ)0_(/(I, …r0/)¡'U

cantidad d(' solcs;——Prorcdc de Piura.

DICTAMEN FISCAL

Excmo. Señor:

Doña Manuela Carrasco dc Meléndez. vecina de

Piura, con el poder y autorización de su marido don
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juan Meléndez, residente en Chile, y con autorización_

judicial celebró cu octubre de 1891 un contrato de mu—

tuo con don José María Chi1'ib0g21 por la cantidad de

3.600 soles de plata, con expresión del objeto benefi-

cioso con que 10 contraía. y con la garantía hipotecaria

de una finca de su marido, y una casa de su propic-

dzul, ubicada en Catacaos. "_. estipuló además, en la

u:'u¡sula sótima,k¡_uc renunciaba al derecho de intcrpo-_

11c1' excepciones, ¡¡ lusº tramitacioncs judiciales y a la scn- —

tencia. para que comenzara la ejecución por el rcnmte

de los fundos hipotecados, que ordcnzwía el juez ¿¡ solí-
<'ítud de Chiribogu. una vez vencido el plazo de tres mc-

scs, y por la tasación convenida de tres mil soles la finca

de Mclón(lcz y mil la casa de Catacaos.

Vencido con exceso el plazo, se presentó en 1894

el apoderado de la testamcntaría dc Chi1'iboga y_pidió

el remate de los bienes hipotecados, confo'rmc & 10 estí—

pulado; pero la scño'a Carºnsco, por sí y en nombre (le

¡a tcstamentnría de su marido, se ha opuesto a csc proce-

dimiento, alegando que como mujer cagada no está obli-

gada & responder por las deudas de su marido, y que

no ha sido válida la hipoteca de la casa_ de Catacaos,
bien propio suyo, y que además la' renuncia de las for-

nmlícladcs judiciales; sólo podía afecta" a su marido, en

cuyo nombre celebró el contrato, más 110 a ella que no ha-

bía renunciado a su defensa; y concretando sus argu-
mentos dedujo las excepciones de demanda í11cpta en sus

dos aspccios de dirigirse la acción contra persona… distin-

ta de In obligada y de naturaleza del juicio,
El juez de Piura por el auto de fojas 16 ha declara-

do sin lugar las excepciones fu11dz'mdose en que la se—
ñora Carrasco declaró que c] mutuo le era provechoso ; cn
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que ella voluntaria y personalmente estableció elgrava-

men en su casa en quL las obligaciones pasan a los he—

rLderos, y Lu que la 1cuuucí_a dL los trámites judiciales

no tiene defecto legal.
La sala de vista, por el auto de fojas 28 ha confir-

mado cl apelado agregando como razonamiento conclu-

yentc que el derecho de defensa y los t1'z'111':ítcs judiciales

están comprendidos en los derechos privados que no

¡afectan al orden público, ni a las buenas costumbres, y

que pueden :'cnuucízuºsc, según el artículo 7º del título

preliminar del Código Civil, que así como puede susti-

tuirse la jurisdicción ordinaria por la arbitral, así puede

rcuuucíarsc & todos los trámites judiciales y que respec—

to a la pretensión de ¡'¡“responsabilidad propuesta por la

Mcléudci, sc cutable por la vía ordinaria. En la sala hu-

bo discordia del doctor Taboada; pero sólo en 10 relati-

vo a'la irresponsabílídad de la mujer en las obligacio-

nes del marido, pues según el señor Vocal díscordautc

el artículo 189 del C. C. y la Icy aclaratoria de 29 de
octubre de 1890 favorecen a la mujer, mientas las res-

ponsabílídadcs del contrato no 1'cduudcu en su prove-

cho y scº'úu la escritura de fojas 1,' el provecho del

mutuo cout1aído con Chí1íl)0g:t ha sido pzua “dóndcz
y no pzua su muer.

Elí concepto del Fiscal el auto de vista es infrac—

t01ío de las le)cs ) cont1a1ío ¿¡ p1íucípíos de legislz¡ción
unívL1s…1l..

-Las formas del procedimiento corresponden al or-

den público__ porque se dictan para garantizar los dere—

chos de los individuos y de la sociedad; cada uno» puede
hacer valer su derecho ante el poder judicial; pero tíc-

uc que someterse a las tramitacíoucs prescritas por el lc-
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gíslador y a las órdenes de los jueces y tribunales, pues

de otro modo los juicios estarian; sujetos al capricho

de 105 litigantes y los jueces serían el juguete de 105 pur—

ticulares. y encargados más bien de satisfacer sus exi—

gencias que de resguardar los fueros de la justicia.

El artículo 7" del título preliminar del C. Civil con—

sonante con el 6º' del C. Francés… y que figura en todos

lus Códigos mudernos. está expresado así en los artícu—

los 14 y 23 del C. Argentino. _

La renuncia general de las ]eycs no produce efecto

alguno: pero podrán rcuuucíurse los derechos conf'erí—

dos por ellas con tal que sólo miren al interés individual

y no esté prohibida la renuncia: y las convenciones pur—

í'zf ":ru"es no pueden dejar sin efecto las leyes en cuya ob—

sewaueía están interesados e1 orden público y Ias bue»
nus Costumbres.

lis decir que la renuncia se puede referir a los de'

Techos individuales: pero uo,a los que afecten al orden

s<:eíal. 211 derecho naturaL & los preceptos de la ley: y

en una palabra, la renuncia no puede referirse al de—

recho público, que como dice Goyena. comprende iodo

lo que tiene por objeto la utilidad )“ moralidad pública.

la f(“)r11':;1 y solemnidad de 105 actos () instrumentos y de
los juicios.

Los particulares pueden renunciar las herencias.

los bienes prescritos; pueden, llegados los casos, no de—
fenderse. no presentan- pruel>as; pero nadie puede renun—

ciar el derecho de adquirir… ni el derecho de prescribir.
ni el de heredar, ni puede renunciar a la defensa que es

de derecho natural: el padre no puede renunciar a la
patria potestad. ni la mujer a 105 ganaucíales: ni es dado

'sustraerse a las formalidades legales de los contratos. ui
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de los ac1ns jurídicos; puede tcstarsc o no: pero sí se hace

testamento hay que hacerlo en la forma legal.
En el derecho antiguo se establecía el principio de.

]us publicum privatorum pactís mixtari non potest: y el

derecho moderno 10 ha reproducido sin que ni una sola

vez, desde que se pronmlgaron los Códigos sclmya in—

tentado sustituir los mandatos préccptivos de la ley res—

pecto al procedimiento, por la voluntad de los litigan—

tes. _

La cita que en el auto que motiva el rc“curso se ha-

cc de la facultad que tienen las partes de sustituir la ju-

risdicción ordinaria por la arbitral, no es pertinente,

porque esa sustitución se hace por pcrmitirla la ley, y

con la restriccíón'de que los arbitrajcs ya sean jurís, ya

de arbitradorcs, se sujetan siempr* a las formalidades

prevenidas m la misma ley.

Esto es queda siempre subsístcntc la (1()Ctl'íllíl de

no dejar a la voluntad individual, sino Ia libertad nece-

saria para el ejercicio del derecho; pero sin traspasar

los ¡linderos de la ley, establecidos en garantía de esos

mismos derechos y de 111 Sociedad en g0110'111.

Cuando se expidió el decreto dictatorial de 1866

relativo a los Bancos hipotcczirios sc dí>:puso que a sólo

ellos correspondía el privilegio de una tramitación cs-
])ccízd, y fué 1_1eccsario que la ley de 4 de febrero de 1869

la hícícsc extensiva a los cont-atos hipotecarios de par-
tículzu'cs para que pudieran solicitarla; y la ley se hizo
extensiva, porque esa tramitación; aunque, aunque rá—
pida no cxcluía la defensa, ni la intervención del juez.

Postcrío¡cntc en enero de 1889 se ha promulgado
otra ley hipotecaria, nue permite al Banco comenzzu la
ejecución- por el rcngatc; pero esa ley no sólo no se ha



ST-.ch_óx JUDICIAL 363

hecho extensiva a los particulares. sino (¡uc prcccptúa

cn el articulo 54. que para ellos regirán las leyes co—

munes. !_

1511 el Contrato celebrado por la señora Meléndez

-con don José M. Chí1'íl)0;:u se ha infringido, pues, esa

ley hipotecaria, porque sc_, ha estipulado en la cláusula

7”. seguir el procedimiento de los Bancos. aunque sin

-cxprcsarlo, y a título de rcnuncimdc un beneficio par—

ticular, se han violado las leyes del procedi1nícmo con 1ax

circunstancia notabílisima de renunciar el deudor no só—

lo a la defensa) sino ¿1 la sentencia, como si ésta depcu-

-dicsc (lo 105 litigantcs' y no del juez que ha de expe-

dirla. .

Además en la renuncia contenida en él contra-U1

de fojas 1. no se ha comprometido sólo a don Juan Mc-

lóí1(lcz, ;* a la otorgante doña. Manuela Carrasco sino a

sus herederos y sucesores," ¿¡ quienes no ha podido impo—

nerse rcstrícc_ioncs contrzwius al derecho natural como

'es la de aprovechar de acontecimientos sob1'cvinicnt05.
que pudieran permitirles oponerse a la eiccución del con—

”trato.

La cuestión relativa a 'la renuncia de las formali—

"¿la(le no es tan sencilla como lo han creído la Corte

y el juez de Piura: esa cuestión delicada y digna de

estudio, como lo expresa cl señor García Calderón en su

diccionario al tratar de la dcro;zaciói1 do las ¡leyes, está,

sin embargo, resuelta en los Códigos nwdcmos, v merc= -
"ce la atención ilustrada de V. E., porque es tal vez la

primera vez que se préscnta ante el Tribunal Su—

premo.

Dilucídada aun'qvc brevemente y expresada lu opí—-

'nión del ínfmscríto sobre la parte más trascendental-dd
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recurso, crec que no debe entrar a analizar la referente

a los derechos de la señora Meléndez, para no 1_)1'cjuz—

gar sobre ellos, pero si debe indicar que tanto el ar-

tículo 189 del Código Civil como la ley de octubre

de 1890, han tenido en mira evitar que la n:…1jcr com—

prometa sus bienes por cxig'cncízts, engaños () afec—

to al marido, contratríamdo sus intereses; pero de nin—

guna manera que lus_mujcres que proceden deliberada-

mente, sin coacción de ninguna especie, y aprovechando

de los contratos que celebren, se acojan ¿¡ interpretacio—

nes poco c<.>rrcctas de la ley, para defraudar a las perso—

nas que cediendo 21 sus ofiºccímícntos, contraten cnn elias.

En conclusión opina el Fiscal, porque siendo ilegal

el auto de vista cjcrcíte V. E. la atribución del artículo

1749 del Código de Enjuiciamientos, y declaro nulo c

ínsubsístcntc todo lo actuado, y reponiendo la causa al

estado 'de denmnda ordene qué le dé el juez la sustancia—

ción que le corresponde con arreglo a las leyes, salvo

mejor acuerdo.

Lima, agosto 5 de 1894.

Gtílt'£'::.

 

RESOLUCIÓN SUPREMA

Lima, enero 4 de 1895.

,. _ _ .
'V15tos, de confornndad con los fundmnentos ([el

dictamen f15cal que se reproducen, declararon haber nu—
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lidad cn el auto de vista de fojas veintiocho, su fecha

doce de junio último; reformz'mdolo y revocando cl de

prímc-a instancia de fojas diez y seis, vuelta, su fecha

dns de mayo anterior, declararon fundada la oposición

deducida ¿¡ fojas catorce por doña Manuela Carrasco

(lc Meléndez. en cuanto a la tramitación del juicio; man-

daron que éste se sustancia con arreglo a las 1eyes co-

munes del juicio ejecutivo; debiendo resolverse en la

sentencia sobre la irresponsabilidad alegada por la de-
mandada; y los devolvieron.

Loayza. — Corso. —— Lil¡¡10i'0. — Lama. — Ji-

ménºs. *

Se publicó conforme a Icy, de que certifico.

].1u's Delucchí.

Causa N' 380 —— Año 1894.


